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JURÍDICO

SALUD LABORAL

OPINIÓN Pese a la firma el pasado 4 de abril 
por parte de CSI.F y UGT con la 
Administración Penitenciaria del 
borrador del Protocolo Específico 
frente a las Agresiones en los Centros 
Penitenciarios y Centros de Inserción 
Social dependientes de la SGIP, im-
portantes lagunas llevan a este do-
cumento a la ambiguedad que tanto 
gusta a la Administración y provoca-
rá, en un futuro cercano, la inutili-
dad de gran parte del mismo.

En el Congreso Nacional de Acaip de 
diciembre del año pasado, ya se anun-
ció, con meridiana claridad, que si no 
se podía mejorar la situación existente, 
que si la Secretaria General de Institu-

ciones Penitenciarias seguía mante-
niendo la misma actitud, no quedaría 
otro camino que la movilización. Nos 
encontrábamos ante un momento po-
lítico distinto, con un nuevo gobierno y 

un nuevo Ministro del Interior y esperá-
bamos que los cambios también alcan-
zasen a nuestra Institución; desgracia-
damente no ha sido así.

Teresa Martínez Díaz. Doctora en 
Psicología y miembro del Cuerpo 
Superior Técnico de IIPP, reflexio-
na, a raíz del artículo publicado por 
Danel fernández Bermejo en el nú-
mero 5 de esta publicación, sobre 
los aspectos que el artículo 100.2 del 
reglamento penitenciario y su prin-
cipio de flexibilidad presenta en su 
aplicación práctica para los equipos 
de tratamiento de los centros peni-
tenciarios.
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Es el momento

Suele generar alguna controversia la di-
ferenciación –si la hay- entre el tonto 
bueno, el tonto útil y el tonto dañino. 

Pero, ¿cuándo el tonto bueno y, a la par, útil, se 
convierte en tonto dañino? De seguro, al me-
nos, cuando ejerce de “salvador” guiado por la 
mala fe de los envidiosos.

Al “tonto salvador” se le impulsa, se le ele-
va con palabras vanas de aliento tóxico, se le 
empuja lejos, cuanto más mejor, para después 
dejarle solo y que no salpique cuando se es-
trelle contra el muro de “su verdad”. Porque 
todos, menos él, anticipan su aciago futuro. Es 
un mártir de la causa común: esta categoría de 
“salvadores” suelen morder más de lo que pue-
den tragar.

También está el necio que se cree listo. Ese 
que sabe de todo y que pretende enseñar a 
todos: a un dromedario lo que es una giba o 
a un camello como “se pasa una papelina”. Se 
le distingue bien: en mi centro de trabajo hay 
uno que sobresale, y si algún compañero lee 
esto, inmediatamente identificará al susodicho 
sabelotodo. Este tipo de tonto envía y reen-
vía “información” (preferiblemente capciosa) 
para favorecer el enfrentamiento en la planti-
lla, y por íntimo parentesco mental, apoya al 
tonto dañino. Dicha coalición engendra un ór-
gano insidioso que lamina la convivencia del 
colectivo y una tensión innecesaria entre dos 
nadas (sus cabezas).

No está de más alejarse de los redentores 
que enarbolan la bandera de la Justicia para 
asolar el mundo en derredor nuestro. Son 
maximalistas de la irrealidad que padecen, y 
tienen la insana pretensión de imponer su vo-
luntad sobre el entendimiento de los otros. Se 
pueden identificar porque sacan pecho, desa-
fiantes, mientras buscan la aprobación dema-
gógica de los resentidos.

El que se autodesigna como “salvador”, sue-
le ser el tonto propicio que los malvados aga-
zapados encuentran para expresar su infamia 
y llevar a cabo su labor de zapa moral sobre el 
colectivo. 

Estos tontos necesarios para el colapso 
convivencial, arrogantes y prepotentes no tie-
nen capacidad funcional para la medida. No 
saben leer lo tácito, ni respetar lo convenido, 
porque creen que el mundo nace con ellos y 
crece en torno a su voluntad umbilical. Se 
piensan portadores de la “Verdad” (esa verdad 
verdadera, que es la propia, no la del otro) y 
por ello, hacen el Mal en nombre del Bien. Sólo 
su desatino les puede hacer pensar que son 
indispensables para la marcha y  el equilibrio 
del mundo, cuando en realidad son un peligro 
para la concordia.

Estos necios aferrados a su supuesta inco-
rruptibilidad, foráneos de la inteligencia, afro-
disíaco para los envidiosos, al final tienen un 
mal futuro: son víctimas de su desmesura y es-
tupidez puestas al descubierto, mostradas sus 
vergüenzas al mundo (que siempre las tienen, 
porque son memos).

Como escribiera T. Bernhard: “En cada ca-
beza humana se encuentra la catástrofe huma-
na que corresponde a esa cabeza”.

Su “verdad” no nos hará libres. Su visión 
apocalíptica, tampoco.

La conjura  
de los necios

El mirador

ACAIP convoca movilizaciones

Perdices augurales
Tengo un compañero que se esfuerza en sus estudios 
para aprobar el examen que le permita acceder, algún 
día, a la dirección de un centro penitenciario. Como 
parece muy capaz de ello, en prevención, yo ya le he 
solicitado un despacho, al lado del suyo de Director, 
que ponga en la puerta, con mayúsculas: “ORÁCULO”; 
y debajo: “No molestar. Funcionario reflexionando”.

De pequeño, cuando me preguntaban qué quería 
ser de mayor, siempre respondía lo mismo: “¡Por todos 
los Santos, yo quiero ser Oráculo!”. En honor a la ver-
dad, también he de decir que mi segunda opción era 
ser miembro del Comité Ejecutivo Nacional de ACAIP.

De vez en cuando –mejor de higos a brevas-, el 
Director podrá romper mi estado de profunda atara-
xia funcionarial, abriendo la puerta para consultar al 
Oráculo; y yo leeré en las entrañas de unas perdices de 
granja, que cazará mi camarada Manolo con escope-
ta de cañones recortados, la inextricable verdad peni-
tenciaria española. Podré comunicarle con quién se 
acuesta el Subdirector de Tratamiento o quién ha sido 
el cabrón que le ha rayado el coche en el aparcamiento; 
cuándo sale el concurso de traslados o qué capullo del 
“establishment” apunta a su “backside”.

A veces, la línea que separa al Oráculo de una “pe-
rra chivata” es muy fina y de difícil trazo. Pero eso no me 
arredra, ¡por algo soy funcionario de prisiones, carajo!

MICRORRELATOS

En la anterior legislatura asistimos a una situa-
ción inédita en muchos aspectos: una crisis 
económica tremenda, un rodillo político de 

mayoría absoluta, una concienciación social con-
tra lo público y contra los trabajadores públicos que 
eran culpabilizados de la crisis y de los desmanes 
producidos en las Administraciones por sus gestores 
políticos y un miedo generalizado a las consecuen-
cias de la situación.

Junto con lo general, también tuvimos, y tenemos, 
nuestro “vía crucis” particular ya que desde que An-
gel Yuste fue nombrado, por segunda vez, máximo 
responsable de prisiones, volvimos a revivir situa-
ciones del pasado. No en vano fue con este perso-
naje cuando se produjeron las movilizaciones más 
importantes de nuestro sector. Su gestión se ha ca-
racterizado por la inacción, ponerse de perfil y faltar 
el respeto a los trabajadores 
penitenciarios, aprovechando, 
de forma mezquina, la situa-
ción general existente. 

El lema de nuestro Congre-
so “Ahora Justicia”, supone el 
reconocimiento, la recupera-
ción de lo perdido, después de 
cuatro años regresivos que han 
generado un daño a nuestra 
Institución difícil de calibrar y, 
a lo mejor, difícil de regenerar.

Se está faltando a la verdad y al respeto por lo 
democrático, cuando desde la Administración y los 
Sindicatos no se nos reconoce la mayoría legítima 
que los resultados electorales nos han otorgado y 
nos encontramos con cuatro años sin ninguna ne-
gociación en el medio penitenciario y con una mesa 
de negociación que no representa ni a la mitad del 
colectivo; años en los que la Secretaria General de 
Instituciones Penitenciarias se ha puesto de perfil 
para dejar pasar el tiempo y los Sindicatos presentes 
en la misma se lo han permitido.

Hemos soportado las duras medidas que se apli-
caron por parte del Gobierno como las reducciones 
salariales, la falta de empleo público, las deduccio-
nes de días, de vacaciones o la ampliación de ho-
rario. Y aún más, nuestra responsable de recursos 
humanos, ha incrementado su castigo a los funcio-
narios penitenciarios con ocasión de su incompeten-
cia en la gestión de personal y nos ha condenado a 
casi toda una legislatura de gobierno sin concurso 
de traslados. 

Sin embargo, a día de hoy, la situación en este 
país ha cambiado: ya no existe un rodillo en el parla-
mento que permita al Gobierno hacer lo que le dé la 
gana; de hecho, día sí, día también están perdiendo 
votaciones y no pueden evitar determinadas propo-
siciones de la oposición -como la del protocolo de 
agresiones impulsada por Acaip en la Comisión de 
Interior del Congreso-. La situación económica pa-
rece que mejora, y el propio Ministro de Economía 
ha afirmado que ha llegado el momento de subir los 
sueldos porque "la evolución salarial no debe ser ya 
la de una economía al borde del colapso ni con una 
tasa de paro del 27%.". 

Por eso entendemos que es el momento de con-
tinuar con las movilizaciones que hemos iniciado en 
este año (Alicante, Granada, Sevilla) y anunciar un 
conflicto y unas movilizaciones en el Sector, tal como 
ha decidido la Ejecutiva Nacional del Sindicato por 

unanimidad el día 4 de abril. 
La cuestión que os estaréis 

preguntando es por qué no los 
hemos anunciado antes y, lógi-
camente, tiene una explicación. 
Hemos esperado a que se acla-
rasen una serie de aspectos bá-
sicos para nuestro colectivo: 

1.	 En primer lugar, que se pu-
blicase el concurso de trasla-
dos después de cuatro años, 

concurso que se ha podido desbloquear porque 
Acaip como Sindicato mayoritario asumió nego-
ciar con la Administración e impedir la aberra-
ción de baremo que se nos quería imponer; y no 
olvidemos una cosa, el peor concurso es el que no 
se publica.

2.	 Había que ver como se desarrollaba la Oferta de 
Empleo Público, ya que con más de 2500 vacantes 
es imprescindible para el colectivo la cobertura 
de las mismas. Si no hay OEP no hay concurso; si 
no hay funcionarios de nuevo ingreso que cubran 
los huecos, no hay concurso; y en función del nú-
mero de plazas que nos oferten, más o menos pla-
zas podrán salir en el concurso. Por lo tanto, que 
las ramas no os impidan ver el bosque, el proble-
ma no es que no haya concurso, es que si no hay 
una OEP suficiente no lo tendremos nunca. 
Sin embargo, hemos vuelto a ser los grandes ol-
vidados de la Administración y de CSI.F, CC.OO. y 
UGT ya que en el Real Decreto-Ley 6/2017, de 31 
de marzo se aprueba una oferta de empleo pú-

Si quieres defender 
nuestros derechos, 
si quieres mejorar 

nuestra institución: 
PARTICIPA

VIENE DE LA PRIMERA PÁGINA
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Pecunia non olet?
Recuerdo que una vez, durante mi decepcionante e 
insípida aventura universitaria, mientras la dionisíaca 
por dipsómana profesora de geografía hablaba de una 
bajada de tensión debida, sin duda, a su estado resaco-
so, un compañero y yo leíamos un titular sobre Miguel 
Ríos que decía: “Los viejos roqueros nunca mueren”; y 
mi amigo, con perspicacia –él era de los que no sólo ca-
lentaba el asiento-, añadió: “…pero a veces chochean”.

¿Desde cuándo Felipe González y Aznar son viejos, 
pero que muy viejos roqueros? Demasiado tiempo, 
me temo, de injerencia trasnochada y de roña moral, 
defendiendo intereses que no son los de los ciudada-
nos que antaño decían representar. Sobre estos viejos 
roqueros venidos a menos, no se proyectan edificios 
vigorosos, sino ruinas con bidés de grifos dorados en 
las que habitan títeres que se mueven gracias a una 

mano en el culo que les insufla una vida de cojones, o 
sea, una existencia demasiado ostentosa -tienen bien 
herrada la bolsa, “pecunia abundare”- para ser lo que 
son: simples correveidiles, impertinentes, de sacros 
poderes económicos.

Los “vespasianos” (los que sacan dinero hasta de 
las cloacas) nunca mueren y los hedores de la sentina 
oligárquica permanecen por siempre.

¿Me decís, de verdad, que no huele?

¡Ay, si Demóstenes viera este 
pedazo de piedra!

Siempre me ha resultado difícil pronunciar, a bote 
pronto, las palabras del título de la obra de Shopen-
hauer: “Parerga y paralipómena”. Pero curiosamente, 
ahora, tengo un problema mayor para pronunciar un 

vocablo más simple: “Ángel”. Se me amontona en la 
boca y se me traba la lengua. Parece ser un inquietan-
te caso de secretariofobia general reincidente.

Los doctores que me han hablado del caso, dicen 
que su arraigo es pertinaz y que cuesta mucho sacarse 
la dolencia de encima; que lo más aconsejable es se-
guir el tratamiento “Demóstenes”: meterse una piedra 
en la boca y practicar, para poder pronunciar al Innom-
brable. Y como el caso es grave, el tamaño del pedrusco 
debe ir en consonancia con esa gravedad.

No sé…, pero a mí siempre me ha costado comulgar 
con ruedas de molino.

Microrrelato sobre microrrelato 
(Variante al cuento de Augusto Monterroso)

Cuando despertó, el dinosaurio Secretario General to-
davía estaba allí.

blico urgente en los ámbitos de personal docente 
no universitario y universitario, Fuerzas Arma-
das, Fuerzas y Cuerpos de Seguridad del Estado 
y Cuerpos de Policía dependientes de las Comu-
nidades Autónomas para 2017. Como veis no está 
prisiones; eso sí, todos hemos visto las imágenes 
de los telediarios en donde los responsables de 
CSI.F, CC.OO. y UGT junto con el Ministro de Ha-
cienda Cristóbal Montoro defendían una Oferta 
de Empleo Pública histórica. Desde luego no para 
prisiones: no les importamos nada.

3.	 El Sr. Montoro, con quién salían en la foto los 
responsables de CSI.F, CC.OO. y UGT, ha tenido a 
bien subirnos el 1% del sueldo. ¡¡Menos mal que 
el Ministro de Economía había afirmado que es 
el momento de subir los sueldos y que había que 
normalizar los salarios!! Ni siquiera empezamos 
a recuperar parte de lo retraído en la crisis.

4.	 Hemos dejado un tiempo prudencial al nuevo Mi-
nistro del Interior para ver si dotaba de aire fres-
co a nuestra Institución y cesaba al actual equipo 
gestor; pero no: de momento el Sr. Yuste sigue y 
la Institución Penitenciaria sigue perdiendo.
A pesar del malestar de muchos, de la desgana 

del colectivo y del descontento de todos, estamos 
convencidos de que existen vías alternativas para 

mejorar nuestra situación laboral. Por eso vamos a 
pediros una actitud de participación hacia el pro-
ceso de movilizaciones que estamos continuando y 
que somos conscientes será complicado y largo en 
el tiempo, porque luchar contra la Administración 
es muy difícil: los compañeros que ya hemos partici-
pado en otros, lo conocemos perfectamente. Y a los 
compañeros que todavía no habéis participado en 
ninguno se os presenta el momento de actuar y de 
hacer cosas que permitan mejorar las condiciones 
de trabajo de todos.

Necesitamos, perentoriamente, un cambio de 
escenario, salir de los espacios de simulacro en los 
que ha navegado a la deriva el actual equipo direc-
tivo, y dejar atrás la pereza de la razón que lo ha ca-
racterizado. También necesitamos tener claro que 
nosotros, como profesionales, debemos tener una 
inequívoca conciencia de colectivo con unos proble-
mas específicos, propios y diferentes del resto de la 
Administración.

Como todo proceso de movilizaciones, el nuestro 
también se basa en una tabla reivindicativa amplia 
que se basa en seis aspectos prioritarios: 

a.	 Una OEP que cubra las necesidades reales de los 
Centros Penitenciarios y permitan desarrollar 

nuestra función de forma digna respetando nues-
tros derechos laborales permitiendo de esta for-
ma concursos de traslados adecuados; 

b.	 Una regulación específica, que permita solucio-
nar los problemas de nuestro colectivo que son 
totalmente diferentes de los del resto de la Admi-
nistración;

c.	 Volver al Ministerio de Justicia de donde nos sa-
caron, cuando nos encargamos de la ejecución 
penal, siendo en la actualidad el patito feo de 
interior como se ve en todas las actuaciones del 
Ministerio; 

d.	 Recuperar las pérdidas retributivas existentes y 
adecuar nuestro marco salarial a nuestras funcio-
nes y responsabilidades; 

e.	 Una reorganización del Centro Directivo con el 
cese del actual equipo y, por último,  

f.	 Garantizar unos sistemas de salud laboral y de 
defensa de los funcionarios en aspectos tan bá-
sicos como, por ejemplo, las agresiones por parte 
de la población reclusa.

La próxima movilización, que ya está convocada, 
será en la Subdelegación del Gobierno de Córdoba el 
próximo día 26 de abril; ya están programadas con-
centraciones en León y en Zaragoza y una de Delega-
dos y miembros de Junta de Personal de Acaip ante 
el Ministerio del Interior, cuyas fechas se os notifica-
rán próximamente. 

Junto con estas actuaciones se va a proceder a re-
unirnos con todos los grupos parlamentarios a nivel 
nacional para entregarles las reivindicaciones del 
colectivo, con las Delegaciones del Gobierno como 
responsables de los Servicios Periféricos y con los 
responsables del Ministerio del Interior, del Ministe-
rio de Justicia y otras instituciones interesadas en la 
ejecución penal para explicar la situación existente. 

También se incrementará en todo lo posible la 
presión mediática por las incidencias que puedan 
existir en cada uno de los Centros, por lo que os pe-
dimos que cualquier aspecto que pueda ser denun-
ciable o de trascendencia pública lo pongáis en co-
nocimiento de nuestras secciones sindicales o de las 
oficinas del Sindicato.

Se continuará con concentraciones y manifesta-
ciones en los centros, a nivel autonómico y en Madrid 
de todos los trabajadores penitenciarios; además 
se articularán medidas concretas que se realizarán 
por los cargos del Sindicato en diferentes momentos 
temporales y en ámbitos específicos. 

Y todas estas medidas, todos estos actos serán 
convocados en solitario por esta organización como 
Sindicato mayoritario de Instituciones Penitencia-
rias, porque no queremos tener cortapisas en las pe-
ticiones que vamos a realizar y porque no podemos 
compartir objetivos cuando los máximos responsa-
bles de los grandes sindicatos se olvidan de nuestra 
Institución en todos y cada uno de los acuerdos que 
firman, ratifican o consienten.



ENFOQUE
JURÍDICO

4

La aplicación práctica  
del Artículo 100.2 del  
reglamento penitenciario

TERESA MARTÍNEZ DÍAZ

E l interesante análisis del artícu-
lo 100.2 del Reglamento Peni-
tenciario que hace Daniel Fer-

nández Bermejo en el número cinco 
de esta publicación, desde la perspec-
tiva jurídica, suscita la necesidad de 
reflexionar también sobre los aspec-
tos que este principio de flexibilidad 
presenta en su aplicación práctica 
para los equipos de tratamiento de los 
centros penitenciarios.

La aplicación del 100.2 se fun-
damenta en “un programa de trata-
miento específico que de otra forma 
no pueda ser ejecutado” y si las pa-
labras significan lo que establece el 
diccionario de la lengua (algo nece-
sario para que el lenguaje cumpla su 
propósito y los hablantes del mismo 
idioma puedan entenderse) la Real 
Academia Española define programa 
como “proyecto ordenado de activi-
dades”,  tratamiento como “conjunto 
de medios que se emplean para curar 
o aliviar una enfermedad” y específi-
co como “que es propio de algo y lo 
caracteriza y distingue de otras cosas”.

Desde luego que cabe cierta fle-
xibilidad en el lenguaje, y el propio 
diccionario realiza una amplia des-
cripción del término “enfermedad” 
haciendo referencia no sólo a la salud 
física, sino a la anomalía, la alteración 
moral y la disfunción incluso social 
o institucional; así pues, con flexi-
bilidad puede entenderse que el art. 
100.2 se propone y aplica para reali-
zar una actividad bien definida que 
es razonablemente apropiada para 
mejorar un problema particular que 

padece un interno concreto, ya sea de 
salud física o mental o simplemente 
de orden funcional (déficit de alguna 
habilidad o necesidad de un aprendi-
zaje especial). La excepcionalidad de 
la medida queda así bien delimitada a 
aquellos casos en los que se presenta 
tal problema particular.

Puesto que el contexto en el que se 
aplica el tratamiento es el de “grado 
de tratamiento penitenciario”, a priori 

La aplicación del 100.2 se fundamenta en “un programa de tratamiento 
específico que de otra forma no pueda ser ejecutado” 
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100.2. R.P. “No obstante, con 
el fin de hacer el sistema más 
flexible, el Equipo Técnico po-
drá proponer a la Junta de Tra-
tamiento que, respecto de cada 
penado, se adopte un modelo 
de ejecución en el que puedan 
combinarse aspectos caracterís-
ticos de cada uno de los mencio-
nados grados, siempre y cuando 
dicha medida se fundamente en 
un programa específico de tra-
tamiento que de otra forma no 
pueda ser ejecutado.  Esta  medi-
da  excepcional  necesitará  de  la  
ulterior  aprobación  del  Juez  de  
Vigilancia correspondiente, sin 
perjuicio de su inmediata ejecu-
tividad”.

parece lógico también que el proble-
ma a tratar debería ser relevante para 
el objetivo general de la reinserción 
social del penado, pero esta inter-
pretación, de acuerdo con Fernández 
Bermejo, sería innecesariamente res-
trictiva especialmente considerando 
que la salud y el bienestar individual 
son, además de derechos fundamen-
tales, mediadores necesarios para la 
salud social. Las restricciones de su 
aplicación a internos preventivos de-
berían, entonces, obedecer solamen-
te a las mismas razones que la auto-
ridad judicial consideró a la hora de 
aplicar la medida cautelar excepcio-
nal de la prisión preventiva.

Siguiendo el razonamiento ex-
puesto, el programa que sustenta la 
propuesta o aplicación del art. 100.2. 
debe tener un contenido (medios) di-
rigido a una finalidad (curar o aliviar) 
y un sistema de evaluación que per-
mita   conocer los resultados, es de-
cir, la adecuación o no de los medios 
establecidos para el logro de los fines 
propuestos (revisión de grado), por-
que de lo contrario nunca sabremos la 
utilidad de las medidas que tomamos 
ni podremos hacer nada para mejo-
rarlas y conseguir la finalidad que se 
pretende; este programa, por lo tanto, 
requiere un conocimiento técnico de 
los procedimientos y métodos de tra-
tamiento para su elaboración y pro-
bablemente por esa razón práctica el 
legislador establece la propuesta pre-
via del Equipo Técnico.

Aunque no se conocen estudios 
metodológicamente adecuados sobre 
la casuística, a efectos de clarificación 
se pueden distinguir en la práctica dos 
maneras diferentes de aplicar el 100.2.

Por una parte, tenemos aquellos 
casos en los que se configura un pro-
grama metodológicamente ordenado, 
es decir, un programa que diagnostica 
una dificultad, establece una mejo-
ría en esa dificultad como objetivo a 
conseguir y determina la actuación o 
actividades que previsiblemente (ya 
sea por aplicación de métodos cientí-
ficamente probados, ya sea por mero 
sentido común) llevarán a conseguir 
el objetivo propuesto. La revisión pe-
riódica de la medida, reglamentaria-
mente establecida, cobra aquí pleno 
sentido para garantizar el cumpli-
miento de lo programado y realizar 
los ajustes necesarios para que la in-
tervención sea eficaz y se mantenga 
ajustada a la evolución del caso.

Este tipo de programas se aplican 
para conseguir importantes recursos 
de tratamiento externos a la prisión, 
pero también cuando, en el marco de 
un programa específico realizado en 
el propio centro penitenciario, para 
cumplir alguno de sus objetivos se 
hacen necesarias actividades especí-
ficas resocializadoras que sólo pue-
den realizarse fuera de la prisión, en 
el caso de segundos grados, o fuera 
de la unidad de régimen cerrado, en 
el caso de primeros grados; esto per-
mite una ampliación parsimoniosa 
de las libertades propias de un grado 
mayor, el cual se pretende finalmente 
conseguir.

Por otra parte, existe un buen nú-
mero de casos en los que se ha apli-

La aplicación del 
100.2 se fundamenta 
en “un programa de 

tratamiento específico 
que de otra forma no 
pueda ser ejecutado” 



ENFOQUE
JURÍDICO

5Número 7abril 2017www.acaip.es

cado el 100.2 en ausencia de alguno o 
de todos los elementos que lo definen 
en el texto legal. En muchos casos, el 
interno no presenta ningún problema 
particular que le distinga de su grupo 
de referencia y le haga sujeto de algún 
tratamiento específico, ni consta que 
el interno haya solicitado tratar en el 
exterior una dificultad que ignorase 
su equipo, ni ha mostrado discon-
formidad con la adecuación de las 
actividades que conforman su trata-
miento penitenciario; por lo común, 
los internos recurren a la autoridad 
judicial el mantenimiento en segundo 
grado, solicitando el tercero pero no 
tratamiento alguno.

En los casos en que, vía recurso, la 
autoridad judicial no estima la proce-
dencia del tercer grado pero aplica el 
100.2, no suele transmitir en el auto la 
dificultad o problema particular del 
interno que el equipo de tratamiento 
puede no haber percibido o atendi-
do, ni otro objetivo del programa que 
el general: la reinserción social. Los 
medios de tratamiento que se progra-
man suelen reducirse a un número de 
permisos de salida y/o a salidas pun-
tuales con contenido diverso, en oca-
siones se trata de buscar trabajo o de 
realizarlo 

Los permisos de salida ya están es-
tablecidos de manera genérica con la 
finalidad general de preparar la vida 
en libertad y están perfectamente re-
glamentados, de manera que un nú-
mero mayor o menor de permisos no 
resulta en un método de tratamiento 
específico de ningún tipo, sino que 
ese número es resultado del grado de 
tratamiento establecido, que también 
tiene unos límites legalmente esta-
blecidos. El trabajo está igualmente 
establecido de manera genérica como 
derecho de los internos, de manera 
que no puede ser considerado por sí 
mismo ninguna otra cosa, y mucho 
menos un tratamiento específico: 

como mucho podría considerarse un 
modo genérico de intervenir en los 
sujetos refractarios al trabajo; pero 
existen puestos de trabajo remune-
rado dentro del centro penitenciario 
que pueden realizar los internos en 
segundo grado, por lo que tampoco 
puede motivarse en ese aspecto nece-
sidad alguna de aplicación del 100.2. 
en lugar del tercer grado, que podría 
ser más pertinente.

Por otro lado, la ausencia de inci-
dentes observables en su ejecución 
(detenciones, quebrantamiento, uso 
de drogas o cualquier otro) no nos di-
ría nada sobre el efecto del supuesto 
“tratamiento”, solamente informaría 
del cumplimiento aparente de la fi-
nalidad general del permiso de salida 
o del grado de tratamiento. En las su-
cesivas revisiones de ese tipo de pro-
gramas, apenas puede valorarse otro 
resultado que la presencia o ausencia 
de incidencias o incumplimientos; la 
presencia nos informa de lo que ha 
ido mal, pero la ausencia no nos dice 
qué hemos conseguido, especialmen-
te cuando las actividades realizadas 
no están relacionadas con los obstá-
culos existentes para la aplicación de 
tercer grado, que podrían persistir.

Por ende, en algunas ocasiones, 
la autoridad judicial encomienda la 
configuración del programa de trata-
miento para el 100.2 que concede al 
propio equipo de tratamiento que ha 
realizado la propuesta de 2º grado, a 

menudo sin expresar las dificultades 
a tratar o los objetivos específicos a 
conseguir. Un equipo de tratamiento 
que no ha identificado tal posible di-
ficultad ni recibido nuevos datos que 
le lleven a identificarla se encuentra 
seriamente comprometido profe-
sionalmente tratando de encontrar 
una manera de dar cumplimiento al 
mandato y conservar la congruencia y 
honestidad profesionales, arriesgán-
dose a errar completamente en el in-
tento, por lo que es frecuente encon-
trar también programaciones vacías 
de contenido en estos casos.

Cabe preguntarse si los internos a 
los que se aplica este tipo de programas 
desarrollan alguna conciencia de su ne-
cesidad de mejorar en algunos aspectos 
de su conducta o su actitud ante la ley o 
la sociedad, cuando nada de ello se les 
transmite expresamente; la experiencia 
nos dice que suelen considerar el 100.2 
una cuestión de mera suerte o privile-
gio, que no relacionan con otro objetivo 
o necesidad que la de mantenerse igual 
hasta conseguir el tercer grado. Pero 
más importante es preguntarse si este 
tipo de programaciones puede com-
prometer el carácter excepcional de 
la medida, privándolo de definición, y 
conducir a que la generalidad de los in-
ternos solicite la aplicación del 100.2 de 
manera utilitaria para obtener más per-
misos de salida o acercarse a un tercer 
grado que, por cualesquiera razones, 
no se les concede.

Una aplicación generalizada del 
principio de flexibilidad no tiene por 
qué ser perjudicial en sí misma, de-
jando al margen la cuestión de su 
utilidad o falta de ella, la dificultad 
proviene de la dudosa capacidad de 
cualquier institución para ejecutar 
programas de tratamiento a la carta 
para miles de reclusos, y no tanto por 
la necesidad de aumentar los recur-
sos humanos y materiales en el área 
de tratamiento (eso sería necesario 
para realizar verdaderos programas 
específicos de tratamiento) sino por-
que  el volumen documental y la can-
tidad de actuaciones de control sobre 
cada detalle de la ejecución de esos 
programas individuales, cada uno 
con un número distinto de salidas y 
permisos a distintas horas, en distin-
tos días y con diferentes requisitos y 
controles, alcanzaría proporciones 
descomunales.

Si no se pretende llegar a esta ge-
neralización, convendría realizar al-
gunas reflexiones sobre la aplicación 
práctica de este artículo. Es posible 
pensar que son necesarios otros me-
canismos de flexibilidad entre grados 
o que el número de permisos de sa-
lida es insuficiente o que podría me-
jorarse su regulación, incluso algunos 
estamentos podrían proponer cam-
bios legislativos al respecto. Pero en la 
situación actual, la letra y el espíritu 
del texto legal están meridianamente 
claros y sólo desvirtuándolo se puede 
llegar a esa aplicación generalizada. 
La pregunta fundamental que se pro-
pone para los dedicados a la práctica 
en materia penitenciaria es si la vo-
luntad expresada por el legislador se 
cumple cada caso individual de apli-
cación del artículo 100.2.

Teresa Martínez Díaz. Doctora en 
psicología. Cuerpo Superior Téc-
nico de IIPP.

La aplicación generalizada del 100.2 no es 
buena ni mala en si misma: la dificultad 

surge en la capacidad de generar programas 
individualizados a miles de internos, con el 

consiguiente descomunal volumen burocrático 
que aparejaría



El objeto de esta ponencia con-
siste en poder reflexionar sobre 
una serie de conceptos que, des-

graciadamente, se han instalado de 
forma habitual en nuestra vida; conti-
nuamente escuchamos términos como 
radicalización, integrismo islámico, 
Daesh, Al Quaeda, adoctrinamiento y, 
en demasiadas ocasiones, observamos 
con horror hasta donde se llevan estas 
palabras. Y por ello nos preguntamos si 
es posible evitar el adoctrinamiento, es 
decir prevenir la radicalización y, por 
otro, si es posible actuar sobre los indi-
viduos radicalizados a efectos de con-
seguir su desradicalización.

Para afrontar esta dicotomía, Ra-
dicalización-Desradicalización, de-
bemos tener una idea absolutamente 
clara de lo que es la radicalización. Por-
que se supone que la desradicalización 
debe ser un proceso sino inverso en su 
totalidad, por lo menos sí anclado en 
las bases conceptuales de la primera. 
La radicalización y por tanto la desradi-
calización, son procesos complejos que 
presenta muchas aristas debido a su 
carácter multidisciplinar: de corte psi-
cológico evidentemente, porque al final 
estamos hablando de comportamiento 
humano; pero también sociológicas, 
jurídicas, políticas, culturales, religio-
sas, económicas, mediáticas, e incluso 
de tipo geoestratégico.

Los procesos de radicalización se 
producen en dos ámbitos diferencia-
dos: offline y online. Los primeros son 
aquellos donde existe un contacto di-
recto y físico con el agente de radicali-
zación, como los domicilios privados, 
los lugares de culto, los centros cultura-
les, los centros penitenciarios e incluso 
lugares al aire libre. En estos casos, por 
una parte, tiene una clara influencia 
la existencia de contacto físico direc-
to con un agente de radicalización al 
que generalmente se atribuye cierto 
carisma y, por otra, los lazos sociales 
preexistentes basados en vínculos de 
vecindad, amistad o parentesco.

En cuanto al ámbito online a través 
de internet, instrumentos como servi-
cios de mensajería encriptados –What-
sApp, Telegram o Snapchat-, redes 
sociales –como Facebook o Twitter- o 
canales de video como YouTube, cada 
vez están siendo más utilizados debido 
a un poder tanto de captación como de 
difusión de la ideología yihadista abso-
lutamente innegable.

Según  el último informe del Real 
Instituto Elcano1 “Estado Islámico en 

España” la radicalización de los dete-
nidos entre junio 2013 a mayo del 2016 
en España vinculados al Daesh, se de-
sarrolló sobre todo en entornos mixtos, 
que combinan ámbitos offline y online 
(52,7%). Ahora bien, el número de in-
dividuos radicalizados sólo offline es 
marcadamente superior al de los radi-
calizados únicamente online, un 28,9% 
frente a un 18,4%. Su desglose sería el 
siguiente:

Domicilio Privado 73,3%

Lugar de Culto 53,3%

Aire Libre y Excursiones 26,7%

Centros Penitenciarios 6,7%

Otro lugar social 6,7%

Lugar de estudio 3,3%

Los datos aportados denotan la im-
portancia del medio penitenciario, si 
bien parece que de forma secundaria; 
sin embargo, la incidencia directa del 
medio penitenciario en los procesos de 
radicalización y adoctrinamiento yiha-
dista es mucho más importante de lo 
que se desprende de la mera estadística 
y se comprueba con meridiana claridad 
al analizar los diferentes atentados pro-
ducidos en Europa desde el año 2012 
al 2016; en muchos de ellos sus auto-
res se habrían radicalizado o habrían 
profundizado en su ideología durante 
su permanencia en prisión. De los úl-
timos seis atentados realizados en este 
periodo temporal en cuatro de ellos sus 
autores se habían radicalizado en pri-
sión: Toulouse y Montauban (Francia), 
Bruselas, Paris y Copenhague)Esta es-
pecial relación entre la radicalización y 
los sistemas penitenciarios fue descrita 

con total claridad en una carta del clé-
rigo Abu Qatada2 durante su estancia en 
la prisión británica de Long Lartin en el 
año 2009:

“Vemos grandes signos de Allah 
en el interior de estas prisiones. He 
visto como jóvenes aceptaban el Is-
lam y se convertían en estudiantes, 
aprendiendo árabe y la sharia en 
escasos meses. Verdaderamente, 
el mayor favor con el que nuestros 
hermanos viven aquí es la devo-
ción a Allah y la convicción de que 
la religión nos llevará a una forma 
de Yihad”.

ANTECEDENTES DE RADICALIZACIÓN 
EN LAS PRISIONES ESPAÑOLAS
El auge y la operatividad de grupos terro-
ristas integristas, en especial Al Quaeda, 
y los estremecedores atentados del 11 de 
septiembre de 2001 y de Madrid del 11 
de marzo de 2004, actuaban, en algunos 
casos, como ejemplos a seguir o imitar 
por determinados individuos fácilmente 
tendentes a la radicalización integrista 
en todo el mundo.

Nuestros Centros Penitenciarios al-
bergaban y albergan en la actualidad un 
importante número de presos de reli-
gión musulmana que podían ser poten-
cialmente radicalizados, situación que 
en ese momento temporal pasó más o 
menos desapercibida o no se le dio la 
importancia debida.

Las operaciones judiciales llevadas 
a cabo por el Juzgado de Instrucción Nº 
5 de la Audiencia Nacional y conocidas 
como NOVA 1, NOVA 2 y NOVA 3 nos 
mostraron la existencia de grupos es-
tructurados y radicalizados en el interior 
de las prisiones españolas. 

Durante el último trimestre de 2004, 
se detuvieron a 13 internos de diferentes 
Centros Penitenciarios: Topas, Bonxe, 
Puerto I, Almería, Villabona, A Lama, 
Teixeiro, Zuera y Córdoba; finalmente se 
procesaron a 30 personas acusadas de 
preparar ataques contra el Tribunal Su-
premo, la sede del PP en Génova, la esta-
ción ferroviaria de Príncipe Pío y el par-
que Tierno Galván, todos ellos objetivos 
localizados en Madrid. La Audiencia Na-
cional condenó a 20 de los 30 imputados 
y, posteriormente, el Tribunal Supremo 
mantuvo la condena por pertenencia a 
organización terrorista a tres de los con-
denados y a otros dos por colaboración 
con dicha organización

Dentro de las pruebas obrantes en 
el sumario, se encontraron numerosas 

cartas entre internos de centros peni-
tenciarios con alusiones contundentes 
en relación con el integrismo islámico: 
sirva a título de ejemplo la siguiente: “El 
musulmán ahora tiene dos sitios donde 
ir: a la cárcel o a la “yihad”.

Sin embargo, en ese momento tem-
poral no existía ningún programa de 
actuación para este grupo de internos, 
ni formación para el personal ni me-
todología de actuación en los Centros 
Penitenciarios y únicamente fue desde 
este hecho, a partir de noviembre de 
2004, cuando todas las personas que in-
gresaban en prisión incursos en causas 
de terrorismo islamista fueron inclui-
das en el fichero de internos de especial 
seguimiento (FIES), una base de datos 
destinada a mejorar el control sobre los 
mismos.

Se procedió, además, a intervenir las 
comunicaciones de los internos acusa-
dos de terrorismo islámico, así como a 
contratar intérpretes de árabe con la mi-
sión de traducir la documentación ge-
nerada por los internos vinculados con 
el terrorismo internacional. 

Se han aplicado medidas de disper-
sión de estos internos, de modo que se 
encuentran distribuidos en 33 estable-
cimientos. La misma política de disper-
sión se sigue cuando existen indicios de 
posible conformación de células terro-
ristas en las prisiones y respecto a perso-
nas que ejercen liderazgo en la dirección 
del terrorismo internacional.

LOS PROGRAMAS DE INTERVENCIÓN 
CON INTERNOS ISLAMISTAS
Dentro del marco de la estrategia peni-
tenciaria contra el terrorismo yihadista, 
en los últimos años se han desarrollado 
iniciativas para detectar e impedir even-
tuales procesos de captación y radica-
lización en el interior de los estableci-
mientos penitenciarios.

La Instrucción 8/2014, de 11 de julio,
En esta norma se establece el Programa 
para la prevención de la radicalización 
en los establecimientos penitenciarios, 
completándose con la Orden de Servicio 
4/2014 de 1 de octubre cuyo asunto con-
sistía en las Medidas para la detección y 
prevención de procesos de radicaliza-
ción de internos musulmanes.

Cuando se dicta esta Instrucción los 
centros penitenciarios españoles alber-
gaban 6778 internos originarios de paí-
ses de mayoría musulmana, destacando 
las nacionalidades marroquí (4829), ar-
gelina (550) y nigeriana (405). Desde su 
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puesta en marcha han sido objeto de es-
tudio más de 1500 internos musulmanes 
no ingresados por delitos de terrorismo. 
De ellos, si tenemos en cuenta las carac-
terísticas de sus delitos el 80% serían de 
motivación económica y el 20% restante 
de carácter violento.

Distinguimos tres niveles de inter-
vención:

•	 Internos del Grupo A, condenados 
por pertenencia o colaboración con 
grupos terroristas. En este grupo exis-
te un riesgo elevado y una presencia 
de ideología radicalizada constatada 
que motiva el especial seguimiento 
al que están sometidos. 

•	 Internos del Grupo B. enmarcados 
en una actitud de liderazgo captador 
y proselitista que facilita el desarrollo 
de actitudes extremistas y radicales 
entre la población reclusa. Se trata de 
internos que llevan a cabo una mi-
sión de adoctrinamiento y difusión 
de ideas radicalizadas sobre el resto 
de internos, llevando a cabo activida-
des de presión y coacción. 

•	 Internos del Grupo C, radicalizados 
o en proceso de radicalización ex-
tremista, que incluye todos aquellos 
internos con un mayor o menor nivel 
de riesgo y vulnerabilidad hacia el 
proceso de captación, asumiendo un 
papel más pasivo pero que pueden 
protagonizar incidentes regimenta-
les ligados a interpretaciones radica-
les de la religión islámica. Se trata de 
internos que han manifestado actitu-
des de desprecio hacia otros internos 
no musulmanes o musulmanes que 
no siguen sus preceptos, y de los cua-
les puede inferirse, de forma razona-
ble, un proceso incipiente o consoli-
dado de radicalización.

Los objetivos de este Programa eran 
los siguientes:

1.	 Evitar procesos de captación, reclu-
tamiento y radicalización de internos 
musulmanes en centros penitencia-
rios, mediante la observación, detec-
ción y seguimiento de su comporta-
miento en prisión.

2.	 Preservar la seguridad interior en 
los centros penitenciarios, prevenir 
actos violentos contra el personal al 
servicio de la Administración peni-
tenciaria y ayudar al mantenimiento 
de la convivencia ordenada en los es-
tablecimientos.

3.	 Evitar la comisión de actos terroristas 
o de apoyo al terrorismo una vez en 
libertad.

4.	 Potenciar una actuación integral 
contra el fenómeno de radicaliza-
ción yihadista, destinada a crear una 
sinergia entre todos los actores que 
combaten el fenómeno terrorista. 
Para ello, debe englobar iniciativas e 
información obtenida tanto en el in-
terior de las cárceles como la que se 
recabe en el exterior.

5.	 Fomentar la capacidad y la voluntad 
de respetar la ley penal y los valores 
del país de acogida.

Este programa no establece progra-
mas de desradicalización sino que se 
basa en la detección y prevención de la 
radicalización en prisión, actividad de 

vital importancia desde un punto de 
vista de seguridad y porque, de no pro-
ducirse esta fase, sería imposible poder 
llevar a efecto los procesos de desradi-
calización o desvinculación en su caso, 
procesos que desde un punto de vista 
teórico parecen más atractivos; sin em-
bargo no nos equivoquemos a día de hoy 
la prevención y la detección temprana 
son las armas más importantes y eficaces 
de las que disponemos ante el extremis-
mo violento. 

¿Cuáles podrían ser las Ideas cen-
trales para la prevención de la radicali-
zación en prisiones? De la experiencia 
existente, podríamos destacar cuatro 
aspectos fundamentales:

1.	 Integrar, ya que la yuxtaposición cul-
tural provoca que no exista ni acepta-
ción ni integración con el entorno en 
el que se encuentra.

2.	 Evitar los aspectos psicológicos que 
hacen más vulnerable a un musul-
mán a la radicalización (pérdida sen-
tido de la vida, incertidumbre, per-
cepción de injusticia y culpabilizar a 
otras personas).

3.	 Desarrollar repertorios comporta-
mentales que impidan la crisis per-
sonal3, que es la que favorece el adoc-
trinamiento.

4.	 Aplicar estrategias para mejorar la 

obtención de información sobre la 
vulnerabilidad a la radicalización de 
los internos.

La Instrucción 2/2016, de 24 de octu-
bre. 
Esta normativa interna, establece el Pro-
grama Marco de intervención en radica-
lización violenta con internos islamistas. 
Como se indica en la propia norma, para 
su elaboración se han tenido en cuenta 
tanto las Directrices para los servicios 
penitenciarios y de probation sobre la 
radicalización y el extremismo violento 
del Consejo de Europa como la incor-
poración de prácticas propuestas por la 
Red de Prevención de la Radicalización 
(RAN) de la Comisión Europea.

Al igual que en la anterior normativa 
se distingue entre los grupos A, B y C. 
Los datos en octubre de 2016, al iniciar-
se este programa, ascendían a 115 inter-
nos del Grupo A, 33 del Grupo B y 80 del 
Grupo C.

El programa plantea un tratamiento 
diferenciado en función de la clasifica-
ción de los internos, esto es a priori lógi-
co y adecuado. 

Así en relación a los internos FIES 
del Grupo A (terroristas islámicos), se 
plantea fundamentalmente una inter-
vención intensa, individual y sostenida 
en el tiempo. Desde mi punto de vis-
ta debe de ser muy continuada en este 

caso ya que será muy difícil apartarlo de 
la influencia del grupo. En este sentido, 
existe la necesidad de generar equipos 
que se turnen en estas funciones, posibi-
lidad irreal e inexistente en nuestra Ins-
titución por la falta de medios humanos 
suficientes.

En relación con el grupo B (radicali-
zadores y sus colaboradores) y el grupo 
C (radicalizables o iniciados en proce-
sos de captación) se plantea una inter-
vención grupal. Aquí por el contrario se 
presenta un riesgo contagio de otros in-
ternos musulmanes.

Común a todos los grupos sería la 
asistencia de imanes moderados.

En cuanto a la fundamentación del 
programa se habla de la línea iniciada 
por el Programa de Intervención en in-
ternos radicales en Centros Penitencia-
rios y se hace nuevamente hincapié en 
los indicios externos de radicalización 
ya sean de carácter individual o de ca-
rácter colectivo. 

En este caso si nos encontramos con 
unas pautas para intentar actuar a nivel 
tratamental y generar programas de ac-
tuación específicos en materia de desra-
dicalización. Sin duda, esta Instrucción 
ha generado un marco teórico necesario 
y diferenciado de la anterior. Sin embar-
go, esta instrucción no puede justificar 
en ningún caso el trabajo de diez años, 
que es justo, el tiempo que las institucio-
nes europeas llevan sumidas en un pro-
fundo letargo y, además, en mi opinión, 
no se acerca a las últimas tendencias 
existentes en la actualidad como es la 
diferenciación actual entre desradicali-
zación y desvinculación de la violencia, 
aspecto de vital importancia según mi 
criterio.

De otra parte, la visión ofertada no es 
lo suficientemente profunda, al no hacer 
mención a las metodologías tan depura-
das de reclutamiento de los manuales 
de Al Quaeda y Daesh, que establecen 
programas divididos en fases, con obje-
tivos a cumplir, con periodos de tiempo 
graduables para cada situación y que 
apuestan por la dawah individual en lu-
gar de la colectiva ya que ofrece ventajas 
numerosas como la discreción, la mayor 
maleabilidad del individuo, la dificultad 
de rebatir argumentos. Se requiere, en 
consonancia, un conocimiento profun-
do de las referencias culturales que los 
reclutadores usan en sus acercamientos.

Por eso vamos a intentar sistemati-
zar los principales conceptos de radica-
lización, adoctrinamiento, desradicali-
zación y desvinculación de la violencia.

Número 7abril 2017www.acaip.es

1	  Estado Islámico en España, por Fernando 
Reinares y Carola García Calvo (www.realins-
titutoelcano.org) (2016)

2	  De nombre Omar Mahmud Othman, na-
cido en Jordania en 1961. Terrorista palestino 
vinculado a Al Qaeda. Es considerado el máxi-
mo responsable de Al Qaeda en Europa y a 
través de sus fatwas se le atribuye instigar el 
asesinato de diversas personas, especialmen-
te en Argelia.

3	  Las condiciones que favorecen la crisis 
personal de un interno musulmán serían, en-
tre otras: la indefensión, la frustración, una 
humillación real o percibida, la pérdida del 
sentido de la vida, el odio o la intolerancia cul-
tural a la incertidumbre.

http://www.realinstitutoelcano.org
http://www.realinstitutoelcano.org
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El pasado 4 de abril CSI.F y UGT fir-
maron con la Administración Pe-
nitenciaria el Protocolo Específico 

frente a las Agresiones en los Centros Pe-
nitenciarios y Centros de Inserción Social 
dependientes de la SGIP, en el marco del 
grupo de trabajo generado a estos efectos 
en la Comisión Técnica de Prevención de 
Riesgos Laborales de la Secretaria de Es-
tado de Administraciones Públicas. Este 
grupo de trabajo nace de la proposición 
no de Ley presentada en el Congreso por 
Ciudadanos e instada por Acaip, tal como 
hemos ido informando con anterioridad.

En el número anterior del periódico 
presentamos de las alegaciones que el 
Sindicato había presentado al borrador de 
la Administración y si bien es cierto que se 
han tenido en cuenta muchas de ellas, no 
lo es menos que no se ha entrado a defi-
nir de forma clara el contenido de las más 
importantes, nadando en esa ambigüe-
dad que tanto le gusta a la Administración 
y que provocará, en un futuro cercano, la 
inutilidad de gran parte del documento. 
Este documento que se ha firmado debe-
rá ser aprobado definitivamente de forma 
oficial en el órgano adecuado de la Mesa 
General de la Administración General del 
Estado.

¿POR QUÉ NO SE HA PUBLICADO  
EL DOCUMENTO?
Resulta sorprendente que un acuerdo 
sindical firmado el pasado día 4 de abril, 
a día de hoy –más de veinte días después-  
no se haya publicado ni en las webs de los 
Sindicatos, ni de la Administración. ¿Por 
qué? ¿Los trabajadores penitenciarios 
no tienen derecho a conocer que se ha 
firmado? Pues claro que tienen derecho, 
aunque a CSI.F y UGT no les guste darle 
publicidad; porque si les avergüenza, no 
deberían haberlo firmado.

En cambio, se han enviado a los Cen-
tros diferentes comunicados: de un lado 
de los firmantes y de otro de los no fir-
mantes; lo curioso es que parecen hechos 
en negociaciones y reuniones diferentes, 
ya que son absolutamente contradicto-
rios. Vamos a daros nuestra valoración so-
bre el documento que hemos podido ob-
tener –por eso nos hemos retrasado hasta 
poder conseguirlo- y en el que lo primero 
que llama la atención es que está firmado 
como Borrador, tal como podéis compro-
bar en la fotografía del mismo. Hay que 
ser muy poco serio para firmar un docu-
mento a modo de borrador.

¿QUÉ AGRESIONES SE INCLUYEN EN 
EL PROTOCOLO?
La definición de agresión que han acor-
dado en el Protocolo resulta totalmente 
insuficiente y se aparta de la definición de 
la OMS y de la OIT, que son los términos 
que acoge el Protocolo de Agresiones de 

la AGE, convirtiéndonos en trabajadores 
de segunda

Desde ACAIP entendemos que la de-
finición recogida en el Protocolo de Agre-
siones es sumamente restrictiva porque 
el mismo documento se encarga, en el 
mismo epígrafe que recoge la definición, 
de puntualizar que existen manifestacio-
nes de conductas violentas que no van a 
ser permitidas y/o consentidas y se pro-
yectarán a través de la potestad discipli-
naria, pero no están van a estar ampara-
das por un Protocolo de Protección a los 
trabajadores. Quedan fuera del Protocolo 
de Agresiones las siguientes situaciones: 
el empleado que resulta amenazado por 
un interno con frases como “Sé dónde 
vives y al colegio al que va tu hijo”; tam-
bién el hecho de ser amenazado con un 
pincho carcelario pero que no te clavan, 
ya que no se puede constatar u objetivar 
la lesión o daño. Por eso, en nuestras ale-
gaciones propusimos que la definición 
fuese mucho más amplia, utilizando la 
adaptada por la Comisión Europea: “La 
violencia laboral está constituida por 
incidentes en los que el personal sufre 
abusos, amenazas o ataques en circuns-
tancias relacionadas con su trabajo - in-
cluidos los viajes de ida y vuelta a él – que 
pongan en peligro, implícita o explícita-
mente, su seguridad, su bienestar o su sa-
lud” ¿Por qué no se utiliza esta definición 
y, en cambio, se sacan muchas conductas 
violentas fuera del protocolo?

El Protocolo al analizar el riesgo de 
agresión que sufrimos los profesionales 
de IIPP, lamentablemente, concluye que 
se trata de “gajes del oficio”, que no se ha 
hecho nada hasta ahora porque para eso 
está el Régimen Disciplinario y los Me-
dios Coercitivos, y que se atribuye parte 
de la responsabilidad de las agresiones a 

los funcionarios de prisio-
nes por no realizar sus fun-
ciones de vigilancia estable-
cidas reglamentariamente. 
¿Cómo CSI.F y UGT pueden 
firmar y asumir estas afir-
maciones?

¿QUÉ INFORMACIÓN 
HAN MANEJADO 
PARA ELABORAR EL 
PROTOCOLO?
El Protocolo de Agresiones 
reconoce lo que para Acaip 
resulta una obviedad ab 
initio: “No se dispone de un 
registro unitario que contem-
ple de forma exclusiva las 
agresiones a los empleados 
públicos penitenciarios”. Este 
hecho resulta lamentable, 
pero sobre todo explica muy 
bien cómo trata la Adminis-
tración a sus propios profe-

sionales.
Ni la Administración, ni los sindicatos 

firmantes del Protocolo de Agresiones fa-
cilitan un diagnóstico de la situación por-
que no lo tienen. Ni el Plan de PRL de la 
Secretaria General de IIPP ni la Política de 
PRL contemplan nada con respecto a esta 
materia: en los documentos de materia 
preventiva más importante articulados 
por la Administración Penitenciaria no se 
prevé nada con respecto al principal ries-
go en el trabajo que tienen los empleados 
de prisiones, la agresión por parte del in-
terno. Cuestión esta que queda asumida 
por CSI.F y UGT gracias al apoyo que han 
dado a la Administración con la firma del 
Protocolo.

¿QUÉ MEDIDAS SE CONTEMPLAN 
PARA PREVENIR LAS AGRESIONES?
Las actuaciones que prevé el Protocolo 
son imprecisas y no se dotan de mecanis-
mos concretos:
•	 Impulsar medidas que faciliten y po-

tencien un mejor conocimiento de 
los internos por parte de los funciona-
rios: no se establecen procedimientos 
de comunicación (entre centros para 
traslados, o dentro del mismo centro 
comunicación entre diferentes depar-
tamentos) 

•	 Plan de formación de PRL y respuesta 
ante conductas agresivas: el plan de 
formación desde el año 2015 ha dis-
minuido de forma notable (aproxima-
damente en el 50%) y muchos de estos 
cursos no se consideran tiempo de 
trabajo, sin que el protocolo tampoco 
lo solucione. 

•	 Potenciar los programas de interven-
ción y tratamiento: prevé el Protoco-
lo un Programa de intervención en 
conductas violentas, este Programa se 

articula como una medida preventiva 
de conducta violenta, por lo tanto, una 
vez implantado habrá que evaluar su 
eficacia de forma periódica, sin que 
tampoco se establezca nada de ello en 
el documento. 

¿RECONOCIMIENTO DE LA 
CONDICIÓN DE AUTORIDAD PÚBLICA 
A LOS FUNCIONARIOS DE PRISIONES?
El protocolo reconoce esta condición y 
la fía a la modificación de la Ley Orgáni-
ca General Penitenciaria. Entendemos 
que no es éste el cuerpo legal que debe 
regular esta materia, junto con la enor-
me dificultad que en este momento par-
lamentario conlleva la modificación de 
una Ley Orgánica.Pero, si la Administra-
ción quiere reconocernos esta condición 
¿por qué se utiliza la LOGP? A lo mejor 
porque se es consciente de la dificultad 
de su modificación y no es más que una 
cortina de humo. Desde su aprobación 
por unanimidad en el año 1979, sólo se ha 
modificado dos veces, por aspectos muy 
concretos.

Además, tendríamos que ver la idonei-
dad de la norma; en este sentido el Profe-
sor García Valdés –“padre” de la Ley-, en 
el congreso penitenciario recientemente 
celebrado en la Udima entiende que no es 
el sitio más adecuado para introducirlo. 
Quizás lo más adecuado sería, en nuestra 
opinión, la Ley de Enjuiciamiento Crimi-
nal, el propio Código Penal o las Leyes de 
Creación de los Cuerpos Penitenciarios.

Cuando en otros Acuerdos se han te-
nido que modificar normas legales se ha 
utilizado la Ley de Acompañamiento de 
los Presupuestos que permite modificar 
muchas leyes específicas con un proce-
dimiento mucho más sencillo; así, por 
ejemplo, se generó la segunda actividad. 

Si así se hiciese, en este verano la Ad-
ministración podría reconocernos esta 
condición de agente de autoridad. En 
cambio nos vamos a ir a mucho más 
tiempo, seguramente hasta fuera de esta 
legislatura, suponiendo que al final se 
consiguiese. ¿Por qué se ha aceptado este 
mecanismo? ¿Los que firman no conocen 
todos estos problemas? ¿O simplemente 
son conscientes de que se trata de una 
declaración a la galería y les conviene sin-
dicalmente aunque luego no se consiga?

UNA VEZ SE PRODUCE LA 
AGRESIÓN, ¿CÓMO SE RESARCE AL 
FUNCIONARIO?
Actuaciones de apoyo en relación con el 
empleado público agredido: No se añade 
ninguna especial protección en el Proto-
colo a la cobertura de los accidentes de 
trabajo consecuencia de una agresión a 
través de la Póliza de Seguro de Acciden-
tes suscrita por la SGIP, ni se establece 
ningún otro mecanismo a mayores de los 
ya existentes en la actualidad.

Apoyo Jurídico: Se prevén en este 
protocolo las modificaciones de las póli-
zas de seguro para “asesorar” al trabaja-
dor agredido. No se concreta nada sobre 
la personación en el procedimiento pe-
nal, ni tampoco se habla sobre reclama-
ción de daños. Esta fórmula, la de utilizar 
los seguros de la Institución para dar de-
fensa jurídica a los funcionarios agredi-
dos se propuso por este Sindicato en sus 
alegaciones, pero la Administración no 
ha recogido la necesidad de sufragar los 
gastos jurídicos por acusación particular 

CSIF, UGT y la Administración 
Penitenciaria se burlan de los 
trabajadores y de la comisión  
de Interior del Congreso
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Los  días  23  y  24  de  marzo  pu-
dimos  ver  cómo  veía  la  luz  el  
CONGRESO  NACIONAL PENI-

TENCIARIO,  de  la  Universidad   a  
Distancia  de  Madrid   (UDIMAJ   junto  
con   la Agrupación  de  Cuerpos  de  la 
Administración  de  Instituciones  Pe-
nitenciarías  (ACAIP), además  de  la  
Federación  de Asociaciones  de  Cri-
minólogos  de  España  (FACE J.  

Vio la luz por el empeño de dos per-
sonas: el Prof.  Dr.  D.  Daniel Fernán-
dez  Bermejo  (UDIMA) y el licenciado 
en Derecho y funcionario del cuerpo 
de Ayudantes de II  PP D. Roberto Bajo  
Fernández  (ACAIP)  que  entienden  
que  lo  penitenciario  no es algo  para  
estar “intramuros” sino que los muros 
deben  tener  transparencia a  la socie-
dad civil y  dar visibilidad  a un colec-
tivo denostado por  la administración 
y olvidado por  la  sociedad. Las cárce-
les existen y en ellas trabajan  muchos 
empleados públicos  que tienen como 
misión  reconducir a  las personas  allí  
privadas  de  libertad  deambulatoría  
a  una  vida libre en la misma sociedad 
que allí les mando.

Esta primera  etapa versó sobre una 
visión retrospectiva desde la actual 
Ley Orgánica Penitenciaria  hasta  las 
Reglas Mandela. Una visión distin-
ta,  una visión  poco  habitual desde  
el  más  coetáneo  al  más  antiguo, y  
quizás  por  eso  interesó  y  fue  tan  
fácil buscar  ponentes  de  calidad  para  
enseñarnos  (mas  allá  de  ser  o no  
Profesores)  una realidad que muchos 
desconocíamos, que otros habían vi-
vido en parte y de la que nos queda  
mucho  por  aprender. El  futuro  está  
por  escribir,  pero  en  palabras  del  Sr. 
Director  del EP  León  Sr. D. José Ma-
nuel Cendón  Sitván,  “el  futuro está  
en  nuestras manos . Ejemplo  de ello 

es que  hace unos  años  nadie pensaba  
que  era  posible una realidad  como  la  
de  internos  conflictivos  en  módulos  
de  respeto  de  internos  y  el futuro   
se   escribe   cada   día.   Empezamos  
con   una   conferencia   maestra   del   
Sr. Presidente  de ACAIP, Sr.  D. José 
Ramón  López, sobre la dinámica de 
desradicalizar o desvincular de la vio-
lencia como camino para  la reintegra-
ción de los presos penados yihadistas  
a  un  entorno  de  concordia.  Es  más  
productiva  la  desvinculación  de  la 
violencia que tener  apartado de una  
sociedad  a  una  persona y que  antes 
o después esa sociedad deba volver a 
acogerle.

El segundo día bebimos historia 
tras el desayuno, pero esa historia  viva 
que la cuenta alguien en primera  per-
sona, alguien  que es historia  y  que te  
transmite  tantas ganas de aprender 
que nunca  dejarías de poder estar con-
sultando sus datos, sus memorias. El  
maestro  Dr.  Don Carlos García  Valdés,  
nos  contó  la  realidad  de  una  sociedad  

que  aún siendo  nuestra  a  muchos  les  
sonó  a  lejana  y  de  otro  tiempo:  La  
transición  y  la reforma  penitenciaria. 
Cómo  se gesta  una  Ley  Orgánica  Ge-
neral  Penitenciaria  que aún está vigen-
te tras  39 años, con pinceladas más que 
retoques, lo que demuestra  lo futurista 
y tan bien gestada que fue. Ejemplo de 
mucha legislación comparada y que 
aún tiene mucho por demostrar.  Nos 
contó vivencias ciertas,  reales y tristes  
(“con la goma  en la mano y  sin con-
templaciones “) pero que a día de  hoy 
siguen sucediendo, no  entiende  como  
et  legislador   considera   al   Funciona-
rio   de  Prisiones  ajeno   al concepto  
de  agente  de  autoridad  y  otros  tantos  
atropellos  que  nos  rodean  a  tos ol-
vidados  EMPLEADOS  PUBLICO$  del  
ESTADO  que  son  los  EMPLEADOS  
PUBLICOS  DE PRISIONES.  Le siguió 
para  mantener el nivel el Dr.  Mestre 
Delgado,  que  nos  iluminó con  la fun-
ción del Consejo  de Europa , y  tantos 
otros  que  no se mencionan  por  falta 
de espacio, no por falta de ganas.

como por ejemplo existe en el protocolo 
de la AGE. 

En cuanto al Apoyo Psicológico no se 
añade nada a la cobertura sanitaria que 
tiene el funcionario por el hecho de ser 
agredido en el desempeño de su trabajo: 
HAN FIRMADO COMO LOGRO LO QUE 
YA TE DA MUFACE O LA SEGURIDAD 
SOCIAL; HAY QUE TENER POCA VER-
GÚENZA. 

Por eso, os informamos que Acaip y 
Mapfre han alcanzado un acuerdo por el 
que, sin coste adicional alguno para los 
afiliados que dispongan del seguro de ac-
cidentes y sufran una agresión por un in-
terno, puedan tener hasta 10 sesiones por 
siniestro con cualquier psicólogo de la 
red de Mapfre en toda España, indepen-
dientemente de que sean funcionarios o 
laborales o tengan asistencia en Muface 
o en Seguridad Social. En breves días se 
generará en la página web los modelos de 
petición y elección del especialista por el 
afiliado, con efectos 1 de enero de 2017.

¿CUÁL ES LA FUNCIÓN DE LOS 
DELEGADOS DE PREVENCIÓN EN 
TODO ESTE PROTOCOLO?
Se incumple el  mandato de la Comisión 
de Interior, ya que no se potencia el papel 
de los Delegados de Prevención, pues no 
se refuerza la actuación de los mismos en 
todas las actuaciones (análisis, registro, 
denuncia y seguimiento de las situacio-
nes de violencia en el trabajo).  Se mantie-
ne que la investigación de las agresiones 
se realizará por el Subdirector de Segu-
ridad o persona que el Director designe, 
quien solo si lo estima conveniente podrá 
pedir ASESORAMIENTO AL SERVICIO 
DE PREVENCION, en lugar de establecer 
al menos un  sistema mixto como hemos 
solicitado en  nuestras alegaciones. La 
Administración Penitenciaria consigue 
lo que ha perseguido desde el primer día: 
que todas las investigaciones se deriven al 
ámbito de seguridad en lugar del de pre-
vención; lo triste es que se produce con la 
connivencia de CSI.F y UGT ¿Por qué?

CONCLUSIÓN:
CSI.F y UGT han dilapidado las enormes 
posibilidades que existían de conseguir 
un protocolo adecuado a nuestras necesi-
dades utilizando la fuerza que les otorga-
ba la Proposición no de Ley aprobada en 
el Congreso de los Diputados. Han vuelto 
a hacer lo mismo que hicieron con la fir-
ma del protocolo de la AGE: han firmado 
un acuerdo que convierte a los funcio-
narios penitenciarios en trabajadores de 
segunda categoría, que no resuelve nues-
tros problemas, que nos toma el pelo en 
muchas ocasiones del texto, que nos falta 
al respeto al hacernos “culpables” de las 
agresiones por no cumplir con nuestras 
obligaciones laborales, que no recoge un 
compromiso de defensa jurídica que ga-
rantice la acusación particular y el resarci-
miento de daños, que firman las mismas 
prestaciones psicológicas que ya existían 
como si fuese algo nuevo, que deja fuera 
un gran número de actuaciones violentas, 
que convierte a los Delegados de Preven-
ción en figuras decorativas y que tanta 
vergüenza les da que ni siquiera han pu-
blicado el documento firmado.

¿Creéis que han cumplido con sus 
obligaciones como Sindicatos o que le 
han salvado la cara al Gobierno del PP? En 
CSI.F esto último es normal ¿Y en UGT?

Celebrado el primer Congreso 
Nacional Penitenciario de la Udima
Acaip ha participado y patrocinado este evento con la intención de facilitar una visión 
real de la Institución Penitenciaria hacia la sociedad civil

A la izquierda Don Carlos García Valdés, catedrático de Derecho penal y ex Director General de II.PP. y a la 
derecha Don Daniel Fernández Bermejo, organizador del Congreso

En la imagen Don  Esteban Mestre Delgado, Catedrático de Derecho 
Penal de la Universidad de Alcalá de Henares y Abogado
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El centro penitenciario, ubicado en Due-
ñas, es uno de lo más conflictivos, según 
Interior, al registrar 81 incidentes con traba-
jadores afectados en los tres últimos años
Instituciones Penitenciarias, tiene contabi-
lizadas un total de 2.132 agresiones a fun-
cionarios de prisiones por parte de internos 
en los últimos seis años, desde 2011 hasta 
agosto de 2016, lo que se traduce en que el 
personal que trabaja en las cárceles espa-
ñolas ha sufrido una media de un ataque 
diario con resultado de lesiones. El ranking 
de los centros penitenciarios en los que sus 
funcionarios varones han sufrido una ma-
yor cantidad de agresiones lo encabezan 
dos cárceles madrileñas, la de Madrid VII, 

situada en Estremera, que tiene registradas 
85 agresiones en los últimos seis años, y 
Madrid V, ubicada en Soto de Real, con 69. 
Le siguen, por este orden, el Centro Peni-
tenciario de Morón de la Frontera (Sevilla 
II), con 67; el de Zaragoza, con 56; y los de A 
Lama (Pontevedra) y La Moraleja, en Due-
ñas, con 52 cada uno.
El centro penitenciario de La Moraleja se 
encuentra, pues, entre las prisiones más 
conflictivas del país, y las estadísticas que 
manejan fuentes sindicales penitenciarias 
empeoran todavía más las cifras que ofre-
ce el Gobierno. Según estas fuentes, en la 
prisión de Dueñas se han contabilizado en 
los últimos tres años, entre 2014 y 2016, un 
total de 81 funcionarios afectados por acci-
dentes laborales regimentales (incidentes 
con internos, agresiones directas, trabaja-
dores lesionados al intentar reducir a reclu-
sos en actitud violenta...).

La prisión de Palencia suma 18 agresiones a 
funcionarios desde 2014

Rechazo a la sanción a un 
funcionario de prisiones 
en Jaen

La Agrupación de los Cuerpos de 
la Administración de Instituciones 
Penitenciarias (Acaip), sindicato 
mayoritario en la cárcel de Jaén, em-
prendió, hace un año, una campaña 
de recogida de firmas entre los fun-
cionarios por lo que consideraba 
“un abuso de poder” del director del 
centro, Juan Mesa. A raíz de ello, se 
le incoó un expediente disciplinario, 
a instancias del responsable del cen-
tro, al delegado de la organización 
sindical en prisión, Pablo V. , “por 
presuntas descalificaciones”. Como 
resultado de la iniciativa de la direc-
ción, explica Acaip, la propuesta de 
la Inspección Penitenciaria es la de 
sancionar con dos meses de suspen-
sión de empleo y sueldo al represen-
tante del personal.

Las cárceles españolas 
figuran entre las más 
masificadas de Europa

Un informe del Consejo de Euro-
pa alerta del uso habitual de celdas 
compartidas. España tiene un nivel 
de población reclusa inferior a la me-
dia europea, pero la masificación de 
las cárceles figura entre las más altas 
del continente. Por cada 100 celdas 
disponibles, la Administración aloja 
a 119,6 presos, frente a una media eu-
ropea de 91,4. Son datos divulgados 
este martes por el Consejo de Euro-
pa, la institución con sede en Estras-
burgo que vela por el cumplimiento 
de los derechos. La sobreocupación 
española se ha agravado en el últi-
mo año a pesar de que el volumen de 
presos ha descendido un 2,8%.

La vicepresidenta del 
Consell se reúne con los 
sindicatos expulsados de 
Picassent

En pasados días Acaip se reunió con 
la Vicepresidenta del Consell Dª Mó-
nica Oltra, para exponerle la situación 
existente en el centro tras la expulsión 
de los sindicatos de los Locales Sin-
dicales que venían ocupando desde 
hace 24. Durante unos 30 minutos se 
le ha expuesto a la Vicepresidenta los 
antecedentes, los hechos y la situa-
ción actual. Ha podido comprobar de 
primera mano como se pretende que 
se atienda a los casi 1000 trabajadores 
del centro por los 4 sindicatos existen-
tes en un espacio de unos 11 metros 
cuadrados, sin calefacción, con gote-
ras y humedades....

Zoido rectifica a su 
‘número dos’ y descarta 
el traspaso de Prisiones a 
Euskadi

El secretario de Estado para la Seguri-
dad dice que «ve cerca» la transferen-
cia, mientras la vicepresidenta lo des-
vincula de la negociación con el PNV.
En unas horas el Ministerio del Interior 
pasó de ver «cerca» el traspaso a Eus-
kadi de la competencia de Prisiones 
a descartarla. El ministro del Interior, 
Juan Ignacio Zoido, se vio obligado a 
desautorizar en público a su «núme-
ro dos», el secretario de Estado para 
la Seguridad, José Antonio Nieto, que 
había asegurado que «ve cerca» una 
de las transferencias que figuran en la 
hoja de demandas del lehendakari Iñi-
go Urkullu y del PNV en general.

Tilda la situación de “insostenible” de-
bido a la conflictividad y al envejeci-
miento de plantillas, con una media de 
54 años. 

La Agrupación de los Cuerpos de la 
Administración de Instituciones Peni-
tenciarias (Acaip) protagonizará mo-
vilizaciones en los próximos días para 
denunciar el actual “hacinamiento” 
de presos en las cárceles de Castilla y 
León y reclamar una mayor dotación 
de personal que ponga fin al déficit de 
plantillas y su envejecimiento. El calen-
dario de movilizaciones aún no ha sido 
establecido pero consistirá en concen-
traciones de funcionarios en los ocho 
centros penitenciarios de Acaip se mo-

vilizará contra el “hacinamiento” en las 
cárceles de Castilla y León, al igual que 
en el resto de penales de toda España, 
tal y como ha anunciado hoy el secre-
tario regional de Acaip, José Antonio 
Cartón, quien ha esbozado a grandes 
rasgos el ‘polvorín’ en el que se han 
convertido tales instalaciones debido 
a la aglomeración de reclusos, la “con-
flictividad” que ello genera y la escasa 
dotación de personal encargado de su 
vigilancia.

Con respecto a la masificación de 
las prisiones, Cartón, en declaraciones 
recogidas por Europa Press, ha denun-
ciado públicamente que en la actuali-
dad los ocho centros en la región, con 
capacidad global para una población 
de 3.923 internos, aglutinan a un total 
de 4.419, equivalente a una “tasa de 
hacinamiento” del 112,64 por ciento, 

con casos especialmente graves como 
los que sufren el penal de Soria, con un 
173,46%; el Segovia, con casi el 137%, 
o el de Valladolid, con un 147,94. En el 
caso de Soria, el sindicalista recuerda 
que la nueva prisión se encuentra al 80 
por ciento de su construcción, si bien 
la misma no podrá ser utilizada, según 
sus cálculos, hasta dentro de dos años 
y exigirá duplicar la plantilla actual de 
funcionarios. A ello se suma una planti-
lla de funcionarios envejecida, con una 
media de edad que ronda los 54 años, 
y, sobre todo, un déficit de funcionarios 
cifrado en 388, que son las vacantes 
que quedan por cubrir--el 14,62%--si 
se tiene en cuenta que en las ocho cár-
celes de Castilla y León trabajan 2.169 
efectivos y, en cambio, las Relaciones 
de Puestos de Trabajo (RPT) se sitúan 
en 2.557 plazas

Acaip se movilizará contra el 
“hacinamiento” en las cárceles de CyL 
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Llevan años denunciándolo, pero los res-
ponsables han mirado para otro lado. El 
sistema de reparto de medicación en las 
cárceles españolas, aseguran desde la 
Agrupación de los Cuerpos de la Admi-
nistración de Instituciones Penitenciarias 
(ACAIP), “pone en peligro la salud de los 
internos y la seguridad dentro de los cen-
tros”. No se había prestado mayor atención 
a sus quejas, pero hace unos días Rosa-
rio Porto, condenada con su marido a 18 
años de cárcel por sedar y asfixiar a su hija 
Asunta, ingirió en el centro penitenciario 
de Teixeiro (La Coruña), medicamentos 
de forma masiva para evitar su traslado a 
la cárcel de A Lama (Pontevedra). Saltaron 

entonces todas las alarmas. Los respon-
sables penitenciarios anunciaron que se 
abriría una investigación, algo que aplau-
de el sindicato ACAIP, que, sin embargo, 
deja claro que el de Rosario Porto, “ni es 
un caso aislado, ni es una negligencia”, 
dado que la situación es la misma en todas 
las cárceles del país.
En el  comunicado que ha hecho público 
el sindicato, tachan de “postureo” la acti-
tud de los responsables de Instituciones 
Penitenciarias, ya que, tal y como explica a 
ELPLURAL.COM, Pedro Vázquez, miem-
bro de la junta de personal de ACAIP de 
Coruña , el secretario general, Ángel Yuste, 
conoce perfectamente lo que ocurre. A su 
juicio es incomprensible que “se hagan los 
sorprendidos”, cuando está probado que 
en los días de reparto de medicación au-
mentan los incidentes. Es intolerable, que 
“les de igual y echen balones fuera”.

Hace escasas fechas, ocurrió uno de 
esos sucesos insólitos que, de vez en 
cuando, ocurren en nuestra ciudad. 
MELILLA HOY lo avanzaba en su edi-
ción de ayer: un individuo logró colarse 
en el Centro Penitenciario de nuestra 
ciudad saltando la puerta de acceso a 
las cinco de la mañana del pasado sá-
bado. Su intención no era entrar en la 
cárcel, sino ponerse a salvo de alguien 
que lo perseguía con una catana por 
el Monte María Cristina, barrio donde 
se ubica la prisión. La jugada le salió 
bien, porque su agresor, que ya le ha-
bía provocado dos profundos cortes 
en la cabeza, dejó de perseguirlo y él, 

como víctima que sufría una aparatosa 
hemorragia, pudo ser atendido por los 
vigilantes de seguridad de la cárcel, que 
le suministraron los primeros auxilios y 
llamaron a una ambulancia.
Este suceso ha dejado palpable una rea-
lidad, como es la falta de seguridad en 
un centro que por su naturaleza debería 
ser uno de los más seguros de nuestra 
ciudad. El sindicato de funcionarios de 
prisiones ACAIP así lo denunciaba, recor-
dando que nos encontramos actualmen-
te en un nivel 4 de alerta antiterrorista, lo 
que supuestamente debería reforzar las 
condiciones de seguridad en infraestruc-
turas críticas. La cárcel tendría que ser 
considerada una de ellas, pero lo ocurri-
do el pasado sábado ha dejado a la vista 
de todos un enorme agujero en los siste-
mas de protección del centro que debe 
ser reparado urgentemente.

El reparto de medicación en las cárceles 
provoca abusos, sobredosis y conflictos

El preocupante agujero de seguridad  
en la cárcel de Melilla

“La transferencia de la 
sanidad penitenciaria se 
hará en esta legislatura”

El subdirector general de Coordina-
ción de Sanidad Penitenciaria, José 
Manuel Arroyo, se comprometió a 
que la transferencia de la sanidad 
penitenciaria a las comunidades au-
tónomas se haga “en esta legislatura”. 
El anuncio, responde a una reivindi-
cación que dura 14 años.
Pese a que en 2003 la ley 16/2003 
de Cohesión y Calidad del Sistema 
Nacional de Salud especificó que la 
sanidad penitenciaria debería dejar 
de depender de Instituciones Peni-
tenciarias y pasar a estar gestionada 
por las comunidades autónomas 
-que tienen transferidas el resto de 
competencias en materia sanitaria- 
sólo en Cataluña y País Vasco se ha 
cumplido el mandato.

Aunque ya lo había intentando en 
diversas ocasiones, M.C. estaba solo 
en la celda por orden de la Dirección, 
según denuncia Acaip. Seis días antes 
de lograr su objetivo, los funcionarios 
elevaron un parte al encontrar al pre-
so autolesionado

La Agrupación de los Cuerpos de 
la Administración de Instituciones 
Penitenciarias (Acaip) ha elevado 
una denuncia a la Fiscalía de la Re-
gión de Murcia contra el director del 
Centro Penitenciario de Campos del 
Río (Murcia II), Felipe José Burgos, 
tras el ahorcamiento de un interno.

En concreto, el preso M.C. fue en-
contrado el pasado mes de febrero 
ahorcado en la celda número 52 del 
módulo 8 del Centro Penitenciario de 
Campos del Río (Murcia II) cuando le 
fueron a entregar la cena.

El interno, que se encontraba bajo 
el artículo 75.2 del Reglamento Peni-
tenciario (aislamiento regimental), 
estaba solo en la celda por orden de 
dirección después de que éste comu-
nicase el pasado 1 de febrero que es-
taba amenazado de muerte por otros 
internos.

M.C. ya había protagonizado en 
esta prisión varios intentos de suici-
dio. En una ocasión, el 19 de abril de 
2016, los funcionarios llegaron a des-
colgarle a tiempo. Se había colgado 
por el cuello de la barra del armario 
con los cordones de unas zapatillas, 
pero lograron reanimarle. En otras 
ocasiones se había autolesionado 

persiguiendo el mismo objetivo. De 
hecho, seis días antes de que consi-
guiera suicidarse varios funcionarios 
elevaron un parte al hallar al interno 
autolesionado. Previamente, tam-
bién se le habían encontrado cuchi-
llas ocultas en su celda de alguna 
maquinilla de afeitar que había ma-
nipulado.

De estos y otros intentos de suici-
dio fallido, los funcionarios elevaron 
los correspondientes partes que lle-
garon “al director del establecimiento 
Penitenciario, teniendo por lo tanto, 
el director, perfecto conocimiento 
de todo lo que acontece”, denuncia 
Acaip en su escrito al fiscal. Además, 
la Agrupación hace hincapié en que 

el interno fallecido había pedido que 
no se le aplicasen las limitaciones re-
gimentales.

Por cierto, los funcionarios no son 
los únicos en denunciar estos hechos. 
Los internos del módulo registraron 
más de 25 instancias al Juzgado de Vi-
gilancia Penitenciaria haciendo “res-
ponsable de esta situación al director 
del Centro Penitenciario”.

Según el informe del Defensor del 
Pueblo de 2016, en 2015 fallecieron 
155 presos, frente a los 128 de 2014. 
Aunque en 2015 hubo menos suici-
dios, sí se registraron más muertes 
por causas violentas: 63 (incluidas 
37 por drogas), frente a las 27 (25 por 
drogas) de 2014.

Funcionarios de prisiones elevan a la 
Fiscalía de Murcia una denuncia tras 
el ahorcamiento de un interno 

La banca exige a Interior 
contrapartidas para 
gestionar el millonario 
‘peculio’ de los presos
En los últimos meses han quedado 
desiertos los dos concursos de Inte-
rior para adjudicar la gestión de las 
más de 250 cuentas de Instituciones 
Penitenciarias.
Los bancos consideran inadmisible 
que Prisiones exija llevar cuatro veces 
al mes dinero en efectivo “sin coste 
alguno”. Interior ya reconocía en una 
instrucción interna que “los justifi-
cados vaivenes del sector privado” 
le obligaban a tomar medidas de ur-
gencia. ACAIP ya ha alertado de los 
riesgos que ello supone, entre ellos el 
blanqueo de capitales. Instituciones 
Penitenciarias ha declinado atender 
los requerimientos de información.
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El personal de Instituciones Pe-
nitenciarias se puede clasificar 
atendiendo a la naturaleza jurí-

dica que le mantiene con la Administra-
ción, en dos grupos:

•	 Funcionarios de los Cuerpos Peniten-
ciarios, cuya relación se rige por la Ley 
30/84 de Medidas para la Reforma de 
la Función Pública, el Estatuto Básico 
del Empleado Público y otras normas 
de desarrollo. En este sentido, el artí-
culo 80.2 de la Ley General Peniten-
ciaria establece que “Los funcionarios 
penitenciarios tendrán la condición 
de funcionarios públicos, con los de-
rechos, deberes e incompatibilidades 
regulados por la legislación general de 
funcionarios civiles de la Administra-
ción del Estado”.

•	 Personal laboral dependiente de la Se-
cretaría General de Instituciones Peni-
tenciarias, que se regula por el Estatuto 
de los Trabajadores, el III Convenio Co-
lectivo Único para el personal laboral al 
servicio de la AGE y, por último, por el 
Reglamento Penitenciario.

•	 El Cuerpo Superior de Técnicos de Ins-
tituciones Penitenciarias se crea por 
la Ley 39/1970, de 22 de diciembre, 
para implantar nuevos métodos que 
respondan a los problemas de reedu-
cación y reinserción social de los de-
lincuentes, lo que supone, como es ob-
vio, contar con los oportunos cuadros 
de especialistas para poder aplicar las 
nuevas técnicas de observación, trata-
miento, y las correspondientes a una 
adecuada asistencia social. Así, el artí-
culo 2 de la norma establecía que “Los 
funcionarios del Cuerpo Técnico de 
Instituciones Penitenciarias realizarán 
las funciones propias de su especiali-
dad en materia de observación, clasifi-
cación y tratamiento de los internos, así 
como las de dirección e inspección de 
las Instituciones y Servicios. Deberán 
poseer título de Enseñanza Superior 
Universitaria o Técnica y acreditar los 
conocimientos de la especialidad de 
que se trate”.

En un primer momento se establecieron 
las especialidades de Criminología, Psicolo-
gía, Pedagogía, Psiquiatría, Endocrinología, 
Sociología y Moral, siendo la plantilla de 170 
plazas. Actualmente, las especialidades son 
de Derecho y Psicología.

En lo que concierne a la rama de Cri-
minología, el art. 281 Reglamento Peni-
tenciario de 1981, todavía en vigor, trata 
del jurista-criminólogo. Sin embargo, esa 
doble denominación desapareció, sien-
do en la praxis únicamente la figura del 
jurista la que desempeña una labor en 
el ámbito prisional, exigiéndose para su 

acceso la titulación de la carrera univer-
sitaria de Derecho, y nada relativo a las 
ciencias criminológicas.

No obstante, y destacando algunas 
de las funciones que el jurista desem-
peña hoy en día, pueden llamar la aten-
ción algunas que tienen cierto contenido 
eminentemente criminológico, propias 
de aquel momento, en las que eran com-
petencia del jurista-criminólogo. Entre 
ellas podemos destacar las siguientes (a 
tenor del artículo 281 del RP de1981): 
       
1.	 Estudiar toda la información penal, 

procesal y penitenciaria recibida so-
bre cada interno, realizando la valo-
ración criminológica necesaria para 
la clasificación y la programación del 
tratamiento del mismo, emitiendo los 
informes propios de su especialidad 
que ha de presentar a las reuniones del 
Equipo. 

2.	 Hacer la propuesta global del diagnós-
tico criminológico y, en su caso, de pro-
gramación del tratamiento.

No obstante, considero que la nueva 
titulación, ya reconocida como Grado 

universitario en Criminología, debería 
tener cabida en el campo de las institu-
ciones penitenciarias, por cuanto que los 
conocimientos y formación específica di-
rigida a la intervención y tratamiento con 
los delincuentes, así como la elaboración 
de planes de prevención delictiva y rea-
lización de análisis de riesgos por tipolo-
gías delictivas, no pueden quedar en un 
segundo plano si perseguimos alcanzar 
la resocialización  promulgada por nues-
tra Constitución Española, sobre todo en 
el cumplimiento de penas en los Centros 
Abiertos o de Inserción Social, donde el 
contacto con la libertad es máximo, y qui-
zá no en todos los penados (bien por la 
escasa duración de la condena, bien por 
no haber sido suficiente la duración de su 
programa de tratamiento) se hayan con-
seguido los resultados inicialmente espe-
rados por parte de la Junta de Tratamien-
to de cada Centro Penitenciario.

Es en este sentido donde podríamos 
plantearnos los siguientes interrogantes, 
a favor del planteamiento de introducir 
los servicios de criminólogos en institu-
ciones penitenciarias: ¿Cómo podría re-
ducirse la reincidencia con penados que 

extinguen su  condena con un pronóstico 
desfavorable de reinserción social y que, 
por tanto, seguirán siendo un peligro para 
la sociedad? ¿Cómo puede intervenirse 
de forma efectiva en penados cuya dura-
ción de la condena es lo suficientemente 
corta como para poder estudiar indivi-
dualmente al recluso, diseñar un progra-
ma y ejecutarlo (piénsese en condenas 
de tres meses a un año de duración)? 
¿Qué sucede si el programa de tratamien-
to diseñado y ejecutado por los equipos 
de profesionales no ha sido positivo y el 
condenado precisa de nuevos programas 
de intervención? ¿Existe riesgo de rein-
cidencia más elevado en estos casos con 
respecto al resto de población reclusa? La 
respuesta debe ser afirmativa, y no por la 
falta de capacidad o de competencia del 
personal con que la Administración Pe-
nitenciaria cuenta en su plantilla, ¡de nin-
guna manera!, sino más bien por la falta 
de recursos humanos y económicos de la 
Secretaría General de IIPP.

Finalmente, cabe recordar lo dispuesto 
en el art. 2 del RP vigente, en virtud del cual, 
“La actividad penitenciaria tiene como fin 
primordial la reeducación y reinserción 
social de los sentenciados a penas y medi-
das de seguridad privativas de libertad, así 
como la retención y custodia de los deteni-
dos, presos y penados y la asistencia social 
de los internos, liberados y de sus familia-
res”. Y ello, como complemento de que la 
Ley General Penitenciaria, en su artículo 1, 
dispone que las Instituciones Penitencia-
rias “tienen a su cargo una labor asistencial 
y de ayuda para internos y liberados”.

El futuro del criminólogo en instituciones 
penitenciarias: los centros de régimen abierto 

e intervención en los liberados definitivos

La Criminología debería tener cabida en 
Instituciones Penitenciarias, por disponer de 
la formación necesaria para la intervención,  

tratamiento y elaboración de planes de prevención 
delictiva en los internos
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